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RESOLUCION de 4 de diciembre de 2001 de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por doña Laura Reboul Aguilar,
contra la Resolución recaída en el expediente sancio-
nador núm. SAN/EP-237/99-SE.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
la interesada doña Laura Reboul Aguilar contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a ocho de octubre de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
SAN/EP-237/99-SE, tramitado en instancia, se fundamenta
en la denuncia levantada por la Dirección General de la Guardia
Civil, puesto de La Puebla de Cazalla, en virtud de la cual:

El establecimiento denominado “Bar El Musical” carecía
de los preceptivos extintores de incendios.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la que se
imponía multa de cien mil pesetas (100.000 pesetas, 601,01
euros), como responsable de una infracción a lo dispuesto
en el art. 23.ñ) de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana (BOE 46, de 22
de febrero de 1992).

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, la inte-
resada interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en
el que sucintamente formula las siguientes alegaciones:

1.º La instalación de los extintores no se hizo antes por
motivos ajenos a su voluntad, ya que la empresa instaladora
no había suministrado los extintores en la fecha del acta/de-
nuncia.

2.º En ningún momento se le informó que se iba a formular
una denuncia.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-

nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.

I I

En lo atinente a las alegaciones formuladas son reiteración
de las aducidas en su día contra el Acuerdo de Iniciación,
en atención de las cuales se solicitó, al amparo del artícu-
lo 37 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Segu-
ridad Ciudadana, informe a la Autoridad actuante, siendo eva-
cuado el mismo con fecha 15 de diciembre de 1999, rati-
ficándose los agentes denunciantes en todos los extremos
expuestos en la denuncia de referencia, gozando la misma
de valor probatorio y de presunción de veracidad al amparo
de lo establecido en los arts. 137.3 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, y 17.5 del Real Decreto 1398/93, de 4 de
agosto, valor y presunción reiterada por abundante jurispru-
dencia del Tribunal Supremo, no obstante se trata de una
presunción “iuris tantum” que, por tanto, admite prueba en
contra, invirtiendo la carga de la prueba, correspondiendo ésta
al inculpado.

La recurrente se limita a poner en duda los hechos impu-
tados en el acta/denuncia, sin que aporte prueba alguna que
los desvirtúe.

A los efectos alegados por la recurrente, el tenor literal
del citado informe establece:

“En la fotocopia de la factura de la compañía de extintores
figura la adquisición de un extintor nuevo así como el retim-
brado de uno que ya se encontraba en uso, siendo además
obligación de la propietaria tener el local perfectamente ade-
cuado a la apertura del mismo, y no esperar a que se le
haga una inspección para poner tanto la documentación del
establecimiento como las medidas de seguridad del mismo.”

Estableciendo el artículo 23.ñ) de la Ley Orgánica 1/92,
de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana:

“A los efectos de la presente Ley, constituyen infracciones
graves:

ñ) La apertura de un establecimiento, el inicio de sus
actividades o el desarrollo de su funcionamiento sin autori-
zación o sin adoptar total o parcialmente las medidas de segu-
ridad obligatorias o cuando aquéllas no funcionen o lo hagan
defectuosamente, o antes de que la autoridad competente haya
expresado su conformidad con las mismas.”

Por cuanto antecede, vistas la Ley Orgánica 1/92, de
21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana;
el Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se
aprueba el Reglamento general de policía de espectáculos
públicos y actividades recreativas, así como las demás normas
de especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de diciembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 4 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por doña Catalina
Moreno Molina, contra la Resolución recaída en el
expediente sancionador núm. J-398/99-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado doña Catalina Moreno Molina contra resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Jaén, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose
a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a quince de octubre de dos mil uno.
Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
J-398/99-EP, tramitado en instancia, se fundamenta en la
denuncia levantada el 20 de diciembre de 1999 por miembros
de la Guardia Civil, Puesto de Rus, incluidos en el ámbito
de aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad, en virtud de la cual:

Al inspeccionar el establecimiento público denominado
«Cafetería J-B», se solicitó la Licencia de Apertura, manifes-
tando el propietario que carecía de la misma.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por la Ilma. Sra. Delegada
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la que
se imponía multa de doscientas cincuenta mil pesetas
(250.000 pesetas, 1.502,53 euros), como responsable de
una infracción a lo dispuesto en el art. 23.ñ) de la Ley Orgánica
1/92, de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciu-
dadana (BOE 46, de 22 de febrero de 1992), en relación
con los arts. 40 y siguientes del Real Decreto 2816/1982,
de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General
de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas
(BOE 267, de 6 de noviembre de 1982).

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, el inte-
resado interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en
el que sucintamente formula las siguientes alegaciones:

1.º Formuló alegaciones contra el acuerdo de iniciación.
2.º Solicitó Licencia de Apertura Municipal cuando inició

su actividad con fecha 1 de septiembre de 1999, disponiendo
de licencia provisional, adjuntándose la misma.

3.º El local donde desarrolla su actividad no es de su
propiedad, sino en régimen de alquiler.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-
nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.

I I

En lo referente a las alegaciones formuladas, las eva-
cuadas contra el acuerdo de iniciación no fueron tenidas en
cuenta por su presentación extemporánea, ya que el acuerdo
de iniciación fue notificado con fecha 25 de enero de 2000,
concediéndose un plazo de quince días para formular ale-
gaciones, presentándose éstas el 3 de marzo de 2000, por
lo tanto fuera de plazo, y una vez que ya se había dictado
resolución.

En lo atinente al resto de alegaciones argüidas, el esta-
blecimiento citado inició su actividad antes de obtener la pre-
ceptiva licencia, ya que el acta/denuncia data de 20 de diciem-
bre de 1999, habiendo sido concedida licencia provisional
de apertura del citado establecimiento, por el Ayuntamiento
de Rus, el 24 de enero de 2000, por tanto después de iniciada
la actividad; a este respecto el tenor literal del artículo 23.ñ)
de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección
de la seguridad ciudadana, establece:

“A los efectos de la presente Ley, constituyen infracciones
graves:

ñ) La apertura de un establecimiento, el inicio de sus
actividades o el desarrollo de su funcionamiento sin autori-
zación o sin adoptar total o parcialmente las medidas de segu-
ridad obligatorias o cuando aquéllas no funcionen o lo hagan
defectuosamente, o antes de que la autoridad competente haya
expresado su conformidad con las mismas.”

Por su parte, el art. 40 del Real Decreto 2816/1982,
de 27 de agosto, establece literalmente:

“No podrán iniciarse las actividades señaladas sin haber
obtenido la indicada licencia”.

No obstante lo anterior, se pondera tanto el hecho de
estar en trámite la correspondiente licencia de apertura, como
aportar la licencia provisional, como criterios de dosimetría
punitiva a la hora de graduar la correspondiente sanción, ya
que dichos criterios no fueron tenidos en cuenta en la reso-
lución recurrida, por ser presentadas las alegaciones al acuerdo
de iniciación de forma extemporánea; así la sanción del pre-
sente expediente sancionador queda fijada en la cantidad de
ciento cincuenta mil pesetas (150.000 pesetas, 901,52
euros).

Por cuanto antecede, vistas la Ley Orgánica 1/92, de
21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana;
el Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se
aprueba el Reglamento General de Policía de Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas, así como las demás normas
de especial y general aplicación, resuelvo estimar parcialmente
el recurso interpuesto, fijando la cuantía de la sanción impuesta
en ciento cincuenta mil pesetas (150.000 pesetas, 901,52
euros).

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-


